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Referencia: 

APELACION SENTENCIA – REPARACION DIRECTA 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, el 25 de septiembre de 2003, mediante la cual se denegaron las pretensiones de la demanda. 

I. ANTECEDENTES

1.1.- LA DEMANDA Y SU TRAMITE

En escrito presentado el 1° de diciembre de 1997 por conducto de apoderado judicial, los señores Miguel Ángel Ovalle Peña, María Elsa Medina de Ovalle, Fred Edison Ovalle Medina, Ángel Alexander Ovalle Medina, María Lourdes Medina, Ángel María Ovalle Gordillo, Rosalba Peña de Ovalle, Nelson Camilo Cáceres Moreno, éste último actuando en nombre propio y en representación de su menor hijo Cristopher Camilo Cáceres Ovalle, interpusieron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa contra el Instituto de Seguros Sociales y el Hospital Universitario Lorencita Villegas de Santos, con el fin de que se les declarara administrativa y patrimonialmente responsables por los perjuicios sufridos como consecuencia de la falla del servicio médico asistencial que produjo la muerte de la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina, en hechos ocurridos el día 23 de mayo de 1997. 

Como consecuencia de la anterior declaración solicitaron que se condenara a la demandada a pagar, por concepto de perjuicios morales, la suma equivalente en pesos a 1.500 gramos de oro a favor de cada uno de los demandantes y, por concepto de perjuicios materiales, el monto que resultara de aplicar las fórmulas utilizadas reiteradamente por el Consejo de Estado para calcular la renta o, en su defecto, la cantidad equivalente en pesos a 4.000 gramos del aludido metal a favor del menor Cristopher Camilo Cáceres Ovalle, hijo de la víctima directa. 
Como fundamentos fácticos de sus pretensiones se narraron, los que a continuación se transcriben: 

“Andrea del Pilar Ovalle Medina tuvo vida marital en unión libre con su compañero permanente Nelson Camilo Cáceres, de quien quedó embarazada y en enero de 1997 solicitó su vinculación al ISS. (…). El 21 de mayo de 1997 a las 4:30 de la tarde le empezaron las contracciones y a las 10:00 de la noche fue llevada al Hospital Infantil Universitario Lorencita Villegas de Santos, donde a las 12:55 p.m., nació Christopher Camilo Cáceres Ovalle.  
El día jueves 22 de mayo de 1997, los médicos pasaron a revisar a la madre y su hijo, quienes manifestaron que estaban bien. Esa misma tarde Andrea Del Pilar Ovalle Medina le manifestó a su madre María Elsa Medina Ovalle, que se sentía afiebrada y con mucho malestar. Al día siguiente, es decir, el viernes 23 de mayo, nuevamente Andrea Del Pilar Ovalle le dice a su madre que estaba muy indispuesta, que estaba llena de gases y con mucho malestar; además, que tenía hemorragia desde la noche anterior y durante ese día, y que se observaba un hematoma del tamaño de un glúteo en medio de sus piernas. 

La madre de Andrea del Pilar Ovalle Medina solicitó a la enfermera Jefe atenderla y le informó lo dicho por su hija, sin que le prestaran ayuda médica, ni clínica. En las horas de la tarde (6:00 p.m.), Andrea Del Pilar Ovalle trasbocó y lo expulsado tenía un olor fétido; entonces ante la insistencia de la señora madre María Elsa Medina De Ovalle, una enfermera fue a verla y ante el estado crítico en que la encontró, llamó al médico, quien al examinarla ordenó evacuar la habitación de quienes visitaban a Andrea Del Pilar. Así mismo, bañaron y asearon a la materna, pues la hemorragia continuaba. Sólo le administraron antibióticos y oxígeno; ordenaron a las 6:30 p.m., remitirla a la Clínica San Pedro Claver, pero no había ambulancias para trasladarla. 

A las 11:25 p.m., del día 23 de mayo de 1997 falleció Andrea del Pilar Ovalle Medina, por falla orgánica multisistémica, según el registro civil de defunción, dejando a su hijo recién nacido desprotegido, sin su afecto, ayuda mutua y económica”. 

En relación con los hechos descritos, señalaron los demandantes que son constitutivos de una falla del servicio, toda vez que “el comportamiento médico no fue el más adecuado, ni el más científico, al no brindar a la paciente Andrea Del Pilar Ovalle Medina -quien entró al centro de maternidad en buenas condiciones sicofísicas antes del parto-, un tratamiento oportuno y adecuado, dadas sus condiciones especiales, lo que demuestra la irresponsabilidad y la ligereza con que se actuó.”
 

La demanda así formulada fue admitida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante proveído de fecha 2 de febrero de 1998, el  cual se notificó en legal forma a la entidad demandada y al Ministerio Público
. 

1.2.- El Instituto de Seguros Sociales -ISS-, contestó la demanda dentro de la respectiva oportunidad procesal y se opuso a la pretensiones formuladas por los actores, para cuyo propósito se limitó a manifestar que en el presente asunto no se configuró responsabilidad patrimonial alguna respecto de esa entidad demandada, toda vez que se había brindado a la paciente una atención médico hospitalaria adecuada e idónea, no obstante lo cual la paciente falleció debido a un infección que fue imposible de contener
. 
A su turno, el Hospital Universitario Lorencita Villegas manifestó que el  daño fundamento de la presente acción indemnizatoria no le resultaba imputable, toda vez que la muerte de la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina se produjo como consecuencia de “un germen invasivo, muy agresivo, que no respondió a la antibioticoterapia convencional, a pesar de que los procedimientos realizados estuvieron dentro de los límites de los protocolos epidemológicos”
.  
1.3.- Vencido el período probatorio dispuesto en providencia proferida el 10 de marzo de 1999 y fracasada la etapa de conciliación, el Tribunal de primera instancia mediante auto de 23 de julio de 2002 dio traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto
.  

La parte actora, luego de referirse a los hechos materia de proceso y al acervo probatorio recaudado, indicó que dentro del sub judice se encontraban acreditados los elementos que configuran la responsabilidad patrimonial del Estado a título de falla del servicio, concretamente porque a la paciente no se le brindó, con posterioridad al parto, un tratamiento médico idóneo y oportuno para contener la infección que habría contraído en ese mismo Hospital, lo cual finalmente causó su óbito
. 

Dentro de la correspondiente etapa procesal tanto la parte demandada como el Ministerio Público guardaron silencio
.  

1.4.- LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
Cumplido el trámite legal correspondiente, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, profirió sentencia el 25 de septiembre de 2003, oportunidad en la cual denegó las súplicas de la demanda, por considerar, básicamente, que de conformidad con lo probado en el proceso podía concluirse que el servicio médico brindado por el Hospital Lorencita Villegas de Santos a la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina fue adecuado y diligente; sin embargo fue imposible contener la complicación fatal de la paciente.
Al respecto, el Tribunal a quo se manifestó en los siguientes términos: 

“… [d]e lo anterior se desprende que el tratamiento médico fue correcto, eficiente y oportuno y si bien durante el post parto la paciente presentó complicaciones, éstas se debieron a una posible inmunodeficiencia que presentaba la paciente lo que facilitó la sepsis, estableciéndose en términos generales por el Tribunal de Ética Médica, como causas de su muerte “desconocidas”. 

Ahora bien, se cuestiona por el actor a título de falla en el servicio, la negligencia de la institución médica tratante al no atender oportunamente a la paciente durante el post parto ‘ocasionándole la muerte’; cuando por el contrario se demostró que el tratamiento seguido fue adecuado y oportuno según prueba documental que obra dentro del proceso, sin que se acreditara que al no atenderse debidamente después del parto la paciente muriera; por lo tanto, no se puede afirmar que haya existido un comportamiento negligente, descuidado u omisivo por parte del personal médico de la institución demandada en los términos expuestos por la parte actora. 
En consecuencia la parte actora no demostró que efectivamente la conducta observada por los médicos haya sido negligente, irregular e ineficiente, aclara la Sala que en este supuesto no es de recibo desde el punto de vista probatorio la operancia de la denominada carga de la prueba, por cuanto no se trata que la demandada no haya probado su no culpa, sino que el demandante no asumió su carga procesal respecto a la situación de hecho que fundamenta su pretensión.”
 

1.5.- EL RECURSO DE APELACION 

Contra la anterior decisión la parte demandante interpuso oportunamente recurso de apelación, el cual fue concedido por el Tribunal a quo el 30 de octubre de 2003 y admitido por esta Corporación el 20 de febrero de 2004
. 
Como fundamento de su inconformidad para con la sentencia de primera instancia, la parte recurrente insistió en que en el presente asunto se presentó una falla en el servicio imputable a la demandada, comoquiera que la paciente contrajo una infección adquirida en la sala de partos del Hospital demandado cuando le efectuaron una “episiotomía” para evitar que produjera un desgarre al paso de la cabeza del bebe, sin que dicha infección hubiese podido ser contenida por el personal médico adscrito a esa institución y finalmente causó su muerte
.
1.6.- Una vez se dio traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto, el Ministerio Público guardó silencio.
  

La parte actora, luego de transcribir íntegramente los argumentos expuestos con el recurso de apelación, solicitó la revocatoria de la sentencia de primera instancia para que, en su lugar, se accediera a las  súplicas contenidas en la demanda
.  

A su turno, la parte demandada -ISS-, reiteró los argumentos expuestos con la contestación de la demanda y agregó que la causa de muerte de la paciente se produjo como una complicación de orden patológico natural, la cual, a pesar del adecuado manejo, ocasionó su deceso, por el grado de inmunodeficiencia que presentaba, circunstancia que no le permitió mejores condiciones de respuesta a la antibioticoterapia aplicada con idoneidad y oportunidad.
  

La Sala, al no encontrar causal de nulidad alguna que pudiera invalidar lo actuado, procede a resolver de fondo el presente asunto sometido a su conocimiento. 

II. CONSIDERACIONES 

2.1.- Competencia de la Sala. 

2.1.1.- La Sala es competente para conocer del asunto en segunda instancia, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 25 de septiembre de 2003, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, comoquiera que la demanda se presentó el 1° de diciembre de 1997 y la pretensión mayor se estimó en la suma de 4.000 gramos de oro ($ 49’256.920), por concepto de perjuicios materiales a favor del hijo de la víctima directa, la cual supera el monto exigido para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia ante esta Corporación para aquella época, esto es  $13’460.000
.   

2.1.2.- En cuanto a la oportunidad para formular la presente acción indemnizatoria, advierte la Sala que se interpuso dentro de los dos (2) años que establece el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A., toda vez que el daño por cuya indemnización se demanda -esto es la muerte de la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina-, se produjo el 23 de mayo de 1997 y la demanda se presentó el 1° de diciembre de esa misma anualidad. 
2.2.- Responsabilidad patrimonial del Estado por infecciones nosocomiales o intrahospitalarias, en relación con el régimen de falla medico obstétrica. 
Según jurisprudencia constante de esta Corporación, la responsabilidad patrimonial que le incumbe al Estado por actividades médico-asistenciales se debe analizar bajo el régimen de la falla probada del servicio, a lo cual se ha agregado que, en atención al carácter técnico de la actividad médica y a la dificultad probatoria que ello conlleva, el nexo de causalidad puede acreditarse de diversas maneras, en especial mediante la utilización de indicios, que no en pocas ocasiones constituye el único medio probatorio que permite establecer la presencia de la falla endilgada
.

Dicha concepción resulta aplicable de forma preferente a los casos de falla médica en el servicio de obstetricia, con la diferencia de que si el demandante demuestra que el embarazo se desarrolló en condiciones de total normalidad –como ocurrió en el caso presente-, sin posibilidades evidentes de complicaciones y sobrevino un daño a raíz del parto, esa circunstancia viene a ser per se un indicio suficiente para declarar la responsabilidad. Lo anterior, sin perjuicio de que dicha prueba indiciaria resulte refutada por la entidad demandada a lo largo del proceso. Así se explicó tal criterio en sentencia de 19 de agosto de 2009
: 

“En relación con la responsabilidad médica en el servicio de obstetricia, la Sala se había inclinado por considerar que en los eventos en los cuales el desarrollo del embarazo haya sido normal y, sin embargo, éste no termina satisfactoriamente, la obligación de la entidad demandada es de resultado.

“En decisiones posteriores se insistió en que la imputación de la responsabilidad patrimonial debía hacerse a título objetivo, pero siempre que desde el inicio, el proceso de gestación fuera normal, es decir, sin dificultades evidentes o previsibles, eventos en los cuales era de esperarse que el embarazo culminara con un parto normal. 

“No obstante, en providencias más recientes se recogió dicho criterio para considerar que los eventos de responsabilidad patrimonial del Estado por la prestación del servicio médico de obstetricia no pueden ser decididos en el caso colombiano bajo un régimen objetivo de responsabilidad; que en tales eventos, la parte demandante no queda relevada de probar la falla del servicio, sólo que el hecho de que la evolución del embarazo hubiera sido normal, pero que el proceso del alumbramiento no hubiera sido satisfactorio constituye un indicio de dicha falla . 

“En síntesis bajo el cobijo de la tesis que actualmente orienta la posición de la Sala en torno a la deducción de la responsabilidad de las entidades estatales frente a los daños sufridos en el acto obstétrico, a la víctima del daño que pretende la reparación le corresponde la demostración de la falla que acusa en la atención y de que tal falla fue la causa del daño por el cual reclama indemnización, es decir, debe probar: (i) el daño, (ii) la falla en el acto obstétrico y (iii) el nexo causal. La demostración de esos elementos puede lograrse mediante cualquier medio probatorio, siendo el indicio la prueba por excelencia en estos casos ante la falta de una prueba directa de la responsabilidad, dadas las especiales condiciones en que se encuentra el paciente frente a quienes realizan los actos médicos, y se reitera, la presencia de un daño en el momento del parto cuando el embarazo se ha desarrollado en condiciones normales, se constituye en un indicio de la presencia de una falla en el acto obstétrico, así como de la relación causal entre el acto y el daño. 

“No se trata entonces de invertir automáticamente la carga de la prueba para dejarla a la entidad hospitalaria de la cual se demanda la responsabilidad. En otras palabras no le basta al actor presentar su demanda afirmando la falla y su relación causal con el daño, para que automáticamente se ubique en el ente hospitalario demandado, la carga de la prueba de una actuación rodeada de diligencia y cuidado. No, a la entidad le corresponderá contraprobar en contra de lo demostrado por el actor a través de la prueba indiciaria, esto es, la existencia de una falla en el acto obstétrico y la relación causal con el daño que se produjo en el mismo, demostración que se insiste puede lograrse a través de cualquier medio probatorio incluidos los indicios,  edificados sobre la demostración, a cargo del actor, de que el embarazo tuvo un desarrollo normal y no auguraba complicación alguna para el alumbramiento, prueba que lleva lógicamente a concluir que si en el momento del parto se presentó un daño, ello se debió a una falla en la atención médica.”  (Negrillas fuera de texto)  
Esta Sala también ha considerado que, en el marco de las actividades médico-sanitarias, existen situaciones que se rigen bajo el esquema de la responsabilidad objetiva, dada la peligrosidad que revisten ciertos procedimientos medico quirúrgicos; así, en reciente sentencia, se discurrió: 
“En efecto, si el daño deprecado consiste en el hecho mismo de que se haya verificado la existencia de un cuerpo extraño en el organismo del paciente, sin que se presenten daños o perjuicios adicionales, la responsabilidad estará regida por el concepto de falla del servicio probada a partir de la máxima res ipsa loquitur, lo que generará un acercamiento o aligeramiento probatorio entre el daño y la imputación. A contrario sensu, si en la demanda se solicitan o reclaman daños irrogados por la cosa misma, en virtud de la peligrosidad que le es intrínseca, y que han desencadenado patologías como por ejemplo infecciones, gangrenas, obstrucciones, etc., la responsabilidad de la administración sanitaria bajo estas hipótesis estará presidida por un régimen objetivo en el que no es posible eximirse o exonerarse de responsabilidad con la acreditación del comportamiento diligente y cuidadoso.  
“Este tipo de situaciones se rige por un régimen de responsabilidad objetivo
 ya que poco interesa determinar si el comportamiento de la entidad fue diligente o cuidadoso, por cuanto es el cuerpo extraño y el riesgo asociado al mismo lo que produjo en el plano fáctico o material el daño antijurídico por el que se demanda. 

“Sobre el particular, la doctrina sobre la materia ha señalado: 

‘Es claro que la mera presencia de la cosa no transporta la responsabilidad al ámbito objetivo; menos aún cuando ésta se subsume dentro del acto del hombre, perdiendo trascendencia, adoptando un mero carácter instrumental. Cuando la cosa ha sido una extensión de la mano del hombre, como ocurre con el bisturí o la jeringa de la enfermera, o la anestesia del especialista, no desplaza al actuar humano. 

“(…) Cuando se utiliza un bisturí eléctrico por ejemplo, y éste produce una descarga dañosa para el enfermo, es notorio que la cosa ha excedido el actuar humano, interviniendo activamente en la relación causal, por lo que se tratará del supuesto de responsabilidad por riesgo contemplado en el artículo 1113…

“Por último, dentro de los daños causados por la cosa, podrían caer los supuestos tan comunes de olvidos en que incurren los cirujanos (oblitos quirúrgicos), en tanto éstos sean fuente de daños”
. 

“En efecto, el régimen objetivo se impone en este tipo de hipótesis porque en aras de exonerarse de responsabilidad no deviene relevante que la entidad pública demuestre que se comportó de manera diligente y cuidadosa. En otros términos, el fundamento de la objetividad en el régimen de responsabilidad dimana de la peligrosidad que es inherente al oblito y de los efectos dañinos que de él se desprenden. Por lo tanto, la entidad demandada sólo podrá exonerarse si se acredita una causa extraña, esto es, una fuerza mayor o el hecho determinante y exclusivo de la víctima o de un tercero. 

“En consecuencia, no pretende esta postura desconocer que la responsabilidad médico - hospitalaria se encuentra asentada sobre la base de un criterio culpabilista en el que mal haría la jurisprudencia administrativa en tildar a la medicina como una actividad riesgosa; no obstante, se insiste, existen varios escenarios en los que es posible predicar la existencia de un régimen objetivo. A modo ilustrativo se pueden destacar los siguientes supuestos: i) en virtud de la peligrosidad de la cosa, del procedimiento o del tratamiento empleado, siempre y cuando la herramienta riesgosa cause el daño de manera directa o por ella misma, pues si la lesión es producto de una ejecución irregular del acto médico, aunque medie un instrumento que represente peligro o riesgo, el caso específico estará regido por la responsabilidad subjetiva o culposa, ii) cuando respecto de un medicamento, tratamiento o procedimiento que implica o conlleva un progreso en la ciencia y, por lo tanto, se considera novedoso, se desconocen las consecuencias o secuelas a largo plazo del mismo, iii) cuando en el acto médico se emplean químicos o sustancias peligrosas (v.gr. eventos de medicina nuclear), iv) en supuestos de vacunas porque se asume de manera implícita su eventual peligrosidad y reacciones adversas en los diferentes organismos, v) cuando el daño es producto de una infección nosocomial o intrahospitalaria, vi) cuando el daño se irroga por la cosa misma sin que medie el acto humano, circunstancias en las que, al margen del riesgo del elemento la responsabilidad es de tipo objetiva” (Se ha resaltado)
.
En este orden de ideas, para que pueda declararse la responsabilidad patrimonial del Estado, quien alega haber sufrido un perjuicio deberá acreditar que la infección que afectó a la víctima fue adquirida en el centro hospitalario o asistencial o que se produjo como consecuencia de un procedimiento médico, sin que en tal evento resulte necesario que se pruebe que la entidad demandada actuó de manera indebida o negligente; ésta última, por su parte, podrá eximirse de responsabilidad única y exclusivamente probando que la infección, para el caso que ocupa a la Sala en esta oportunidad, ocurrió como consecuencia de una causa extraña, esto es una fuerza mayor o el hecho determinante y exclusivo de la víctima o de un tercero
.   

2.3.- El material probatorio recaudado en el expediente. 
Tal y como se dejó indicado en los antecedentes de esta providencia, el hecho dañoso en el cual se sustentó la presente demanda de reparación directa se habría ocasionado, básicamente, porque <<la paciente contrajo una infección adquirida en la sala de partos del Hospital demandado cuando le efectuaron una ‘episiorrafía’, sin que dicha infección hubiese podido ser contenida por el personal médico adscrito a esa institución>>, lo cual finalmente produjo su muerte.
Así pues, la Sala procederá a estudiar, de acuerdo con las pruebas obrantes en el proceso, si la entidad demandada es responsable por tales hechos narrados en la demanda. 

Dentro de la respectiva etapa procesal y con el lleno de los requisitos legales se recaudaron en el proceso, los siguientes elementos de convicción: 

- Registro civil de defunción de la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina, el cual indica que su muerte se produjo el 23 de mayo de 1997, en la ciudad de Bogotá D.C. Respecto de la manera como ocurrió la  muerte se indicó en él  que fue a causa de una “falla orgánica multisistémica”
.  

- Copia auténtica de la necropsia practicada al cadáver la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Regional Bogotá, en el cual se consignó la siguiente información:                                                                            
“Examen externo: Cadáver de una adolecente de 18 años de edad aparente, de complexión mediana con abdomen moderadamente globoso, con episiotomía. Fenómenos cadavéricos: (…). Abdomen moderadamente globoso, estrías hipercrómicas, genitales externos femeninos, edema de labios mayores y de vagina. Se aprecia dehiscencia de sutura, materia necrótica y purulenta en herida quirúrgica de episiotomía. Extremidades simétricas, huella de venopuntura en flexuras antecubitales. 

“Examen interno: (…). Hígado: pardo - amarillento, friable; al corte hay áreas más pálidas. Vesícula biliar: sin alteraciones. Páncreas: congestivo. Bazo: violáceo y friable. Peso 200 gramos. Riñones: congestivos, relación córtico medular conservada. Uréteres permeables. Vejiga: mucuosa, pálida y edema pálida y edematosa. Útero: aumentado de tamaño, violáceo, cuello abierto, cianótico, blando, friable. La cavidad endometrial presenta los cortes señalados aspecto usual (pos parto). Trompas y anexos: sin alteraciones. Tiroides, suprarrenales: congestivos.

Conclusión: Se trata de una mujer de 18 años de edad aparente, quien fallece en una falla orgánica multisistémica debido a sepsis secundaria a herida de episiotomía sobreinfectada.”
 (Se destaca). 

Mediante oficio No. 3701 del 26 de enero de 2001 (fl. 240 C. 2), la Secretaria del Tribunal de Ética Médica de Bogotá remitió copia auténtica del proceso adelantado contra los médicos que participaron en la atención de la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina, en el cual se recaudaron, entre otros, los siguientes elementos probatorios
:  

- Resumen de la historia clínica de la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina, en el cual se consagró la siguiente información: 
“Ingreso: 21-V-97. Egreso: 24-V-97. 

Diagnósticos finales: Emb. de 39 semanas, RNAT sexo masculino, sepsis puerperal + estafilococcemia + shock séptico. 
Paciente quien ingresa por actividad uterina regular, se recibe parto vaginal, hallazgos RN a término, sexo masculino, peso 3120, talla 52 cm. En el postparto útero tónico intraumbilical, loquios sanguinalentos no fétidos, se evidencia lesiones en muslo derecho y periné acompañados de edemas, eritema, loquios no fétidos, se inicia clinamicilina - gentamicina, medidas locales y curaciones. 

La evolución de la paciente continúa tórpidamente, interpretándose el cuadro como síndrome séptico postparto a estudio, celulitis perineal y estafilococcemia, se remite a UCI de Clínica San Pedro, en el momento de traslado la paciente presenta paro cardiorespiratorio el cual no responde a las maniobras de reanimación.” 
 (Se ha resaltado). 
- Oficio de fecha 10 de junio de 1998, suscrito por el Jefe de hematología del Hospital Lorencita Villegas de Santos, en el cual, respecto del examen de frotis de sangre periférica practicado a la señora Andrea del Pilar Ovalle el 23 de mayo de 1997, dicho funcionario conceptuó  lo siguiente: 

“Las alteraciones encontradas en la línea leucocitaria, predominio de neutrófilos aumento de granulaciones, vacuolas y cuerpos de Dohle, son cambios inespecíficos, como expresión de reacción a diferentes estímulos, entre ellos infecciosos. La trombocitopenia, junto con los tiempos de protombina, y de tromboplastina parcial prolongados, podrían interpretarse como secundarios a coagulación intravascular diseminada. Lo anterior podría estar asociado a un cuadro infeccioso extremadamente agudo complicado con C.I., diseminado y a una posible inmunodeficiencia, además del estado de hipercoagulabilidad que usualmente se presenta durante el embarazo y el puerperio.”
 
- Providencia de fecha 18 de diciembre de 2000, proferida por el Tribunal Seccional de Ética Médica de Bogotá, mediante la cual decidió: “[i]nhibirse de abrir investigación formal en contra de los médicos doctores Mario Alonso Rebolledo Ardila, Germán Barón Castañeda y Emiliano Mauricio Herrera Méndez”. 
Los argumentos que sirvieron de apoyo a la instancia en comento para adoptar dicha decisión fueron, en lo sustancial, los siguientes: 

“La señora Andrea Ovalle Medina, de 18 años y cursando su primera gestación como usuaria del Instituto de Seguros Sociales, inicia el control prenatal desde las 23 semanas.  
Es atendida periódicamente en un dispensario y según lo establecido mediante convenios interinstitucionales es remitida para los últimos controles al Hospital Universitario Lorencita Villegas de Santos, entidad donde se atendería el parto. 

La evolución es satisfactoria tanto desde el punto de vista materno como fetal y con un riesgo obstétrico bajo. 

Con fecha 21 de mayo de 1997, a las 20:45 horas, ingresa al servicio de obstetricia de dicho Hospital. En la historia clínica se documenta un embarazo de 39 semanas un feto único vivo y trabajo de parto. Se hospitaliza y se inicia la conducción y atención del mismo, según lo establecido con partograma, seguimiento y control. 

A las 1:55 horas del día 22 de mayo de 1997 se atiende el parto por vía vaginal, obteniéndose un recién nacido de sexo masculino en buenas condiciones. El alumbramiento es normal y se lleva a cabo la episiorrafía. Quien atiende el parto es el doctor Mario Alfredo Rebolledo Ardila, especialista en ginecología obstetricia y se encontraba como supervisor en salas de partos de los estudiantes de pre y posgrado. Se aclara entonces como el Dr. Mauricio Herrera no estaba, ni fue quien atendió a la señora Ovalle Medina. 

El disciplinado Rebolledo Ardila ante esta Corporación manifestó no haber tenido ninguna dificultad en el procedimiento, no volvió a valorar a la joven Ovalle Medina y también aclaró cómo según lo establecido los residentes realizaban las episiorrafías. 
De acuerdo con lo descrito y lo documentado en la historia clínica, las evoluciones del puerperio inmediato son satisfactorias, tanto desde el punto de vista materno como del recién nacido.

El 23 de mayo de 1997 a las 15:45 horas se atiende un llamado de enfermería, por cuanto la joven Ovalle Medina presenta unas lesiones en el muslo derecho y refiere dolor en el sitio de la episiorrafia. 

Es valorada por el Dr. Germán Barón Castañeda, especialista en ginecología y obstetricia, quien se encontraba como jefe de turno. Después del examen físico completo se llega a una impresión diagnóstica de una celulitis vrs. abceso perineal, ordenan medicamentos antibióticos y control estricto. 
Cuatro horas más tarde después de las 19:30 hay un deterioro progresivo de las condiciones de la joven Ovalle Medina con severo compromiso multisistemico. El estudiante de postgrado, quien la valoró solicitó concurso del jefe de turno y la trasladó a las sala de observación. 

A partir de ese momento el Dr. Barón Castañeda y el grupo de residentes inicia control y manejo. Se piensa en un síndrome séptico, una estafilococemia a partir de la episorrafía. 
Se toman todas las medidas de soporte ventilatorio, vasodilatadores, antibióticos y se comienzan trámites para remisión a la Clínica San pedro Claver a Unidad de Cuidado Intensivo. 

Todo el grupo permanece, en controles, evoluciones y descripciones en la historia clínica. Desafortunadamente a las 23:40 horas, presenta un paro cardiorespiratorio, no responde a las maniobras de resucitación y fallece a las 42 horas postparto”.  

“(…). 

“En el caso a analizar se tienen en cuenta los siguientes aspectos: 

1.- Si bien es cierto que la infección puerperal ocupa el tercer lugar como causas de mortalidad materna, en países en vía de desarrollo como el nuestro y a pesar de los avances tecnológicos se mantienen cifras elevadas, lo sucedido en el caso en mención se encuentra en un marco inusual e infrecuente. No se esperan desenlaces de esta naturaleza en tan corto tiempo y mucho menos a partir de una episiorrafía. Se trataba de una gestante de bajo riesgo, una evolución de un trabajo de parto satisfactorio y una atención del mismo por vía vaginal completamente normal. 
Aún más e independientemente de las condiciones que per se existen en la gestante y/o puerpera, las cuales favorecen la infección puerperal como la presencia de flora potencialmente patógena y la pérdida de barreras naturales. Tampoco existían otros factores como la ruptura prematura de membranas, trabajo de parto prolongado, intervención del parto o una cesárea. Podría concluirse unas condiciones previas de la Sra. Ovalle Medina, desconocidas o una inmunodepresión marcada o la presencia de gérmenes o hasta de una fascitis necrotizante aguda. 

2.- Ha quedado aclarado cómo el Dr. Emiliano Mauricio Herrera Méndez no fue quién atendió el parto y así lo hubiese realizado, tampoco existe una relación directa como efecto con los resultados. 

3. En relación con el parto en sí, la actuación del Dr., Mario Alfredo Rebolledo Ardila, de acuerdo con descripciones en la historia, las conductas y tratamientos cumple[n] con lo establecido. 
El Dr. Germán Barón Castañeda como jefe de turno conduce todo el manejo, hasta cuando las condiciones tanto de la puerpera como de la institución se lo permitían. Todas las descripciones, evoluciones y controles debidamente están diligenciadas y documentadas.”
 (Negrillas adicionales). 
- Copia auténtica de la providencia calendada el 23 de noviembre de 1999 por la Fiscalía 59 Seccional de Bogotá, a través de la cual se decidió: “[d]ictar resolución inhibitoria dentro de las presentes diligencias preliminares adelantadas por la muerte de Andrea Del Pilar Ovalle Medina”. Como razones de dicha decisión se esbozaron las siguientes:  
“Se originó la presente investigación preliminar con la inspección de cadáver el 24 de mayo de 1997 practicada al cuerpo de Andrea del Pilar Ovalle Medina quien falleció en el Hospital Lorencita Villegas de Santos. 
Se estableció con el protocolo de necropsia 2550-97 que ‘se trata de una mujer de 18 años de edad aparente, quien fallece en una falla orgánica multisistémica debido a sepsis secundaria a herida de episotomía sobreinfectada’.

Se ha determinado que la causa de la muerte de la joven Andrea del Pilar Ovalle Medina obedece a una circunstancia de orden patológico y de origen natural, no se ha desplegado conducta criminal alguna, ni existe sujeto agente alguno sobre el cual pueda recaer y girar la correspondiente investigación penal. No se estructura hecho punible tipificado por la ley penal, y así el hecho constituye un comportamiento atípico.”
  

2.4.- Conclusiones probatorias y caso concreto. 

De conformidad con el material de convicción allegado al proceso se encuentra plenamente acreditada la ocurrencia del daño antijurídico por el cual se demanda el reconocimiento de indemnización, en tanto la muerte de la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina supone, por sí misma, una aminoración de distintos bienes jurídicos protegidos y amparados por el ordenamiento jurídico. 

Ahora bien, de las pruebas aportadas al proceso se puede concluir: 
i) Que la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina para la época de la gestación se encontraba afiliada al Instituto de Seguros Sociales, entidad que realizó el control prenatal desde las 23 semanas.  

ii) Que el día 21 de mayo de 1997 la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina, encontrándose en la semana 39 de gestación, acudió al Hospital Lorencita Santos de Villegas para que se atendiera el parto, que se efectuó de forma natural el día siguiente a las 01:55 horas, para lo cual se le practicó una episiotomía
; 
iii) Que el alumbramiento fue normal y la paciente dio a luz a un recién nacido de sexo masculino en buenas condiciones;

iv) Que la recuperación después del parto fue satisfactoria, tanto del recién nacido como de la madre gestante; no obstante lo cual, al día siguiente -23 de mayo-, a las 15:45 horas, a la paciente se le debió empezar tratamiento con antibióticos y controles localizados, por presentar “celulitis perineal y estafiloccoccemia”; 

v) Que a pesar del tratamiento con antibióticos la paciente no presentó reacción positiva, por lo cual se ordenó su remisión a la Unidad de cuidado intensivo de la Clínica San Pedro Claver, pero mientras era trasladada sufrió un paro cardiorespiratorio y falleció a las 23:40 horas, a causa de “falla orgánica multisistémica debido a sepsis secundaria de episiotomía sobreinfectada”. 
vi) Que la paciente adquirió dicha infección denominada estafilococcemia, en las instalaciones del Hospital Lorencita Villegas de Santos, pues no obra prueba alguna que indique que la paciente padecía dicha infección con anterioridad a la atención en ese centro hospitalario; por el contrario, según los medios probatorios “se trataba de una gestante de bajo riesgo, con una evolución de un trabajo de parto satisfactorio y una atención del mismo por vía vaginal completamente normal”. 
Así las cosas, forzoso resulta concluir que de conformidad con los elementos de convicción a los que se ha hecho referencia, la infección sufrida por la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina que le causó la <<falla orgánica multisistémica>>, fue adquirida luego de que se le realizara una episiotomía el día 21 de mayo de 1997, en las instalaciones del Hospital Universitario Lorencita Villegas de Santos de la ciudad de Bogotá D.C., razón por la cual, atendiendo la jurisprudencia consolidada en la materia en punto a la responsabilidad objetiva por infecciones nosocomiales o intrahospitalarias, resulta claro que el daño antijurídico por cuya indemnización se demandó le resulta imputable a las entidades demandadas en forma solidaria. 

Agréguese a lo anterior que aun cuando el Hospital Lorencita Villegas de Santos acreditó haber actuado con diligencia y cuidado en la realización del parto -el cual se realizó de forma satisfactoria- y, posteriormente, inició el tratamiento antibiótico para contener la infección adquirida en dicho centro hospitalario, tales actuaciones per se no resultan suficientes para liberarlo de responsabilidad en un caso como el presente, en el cual se analizan los hechos objeto del litigio a partir de un esquema de responsabilidad objetiva, en virtud del cual corresponde a la parte actora acreditar nada más allá de los conocidos elementos que configuran la responsabilidad: actuación del Estado, daño antijurídico e imputación, extremos que se encuentran suficientemente acreditados en el expediente, pues -bueno es insistir en ello-, fue una infección contraída en el centro hospitalario demandado que produjo la muerte de la paciente. 
Ese mismo marco conceptual impone entender que es a la entidad demandada a quien correspondía demostrar -en este caso concreto-, mediante pruebas legales y regularmente traídas al proceso, si se había dado algún supuesto de hecho en virtud del cual pudiera entenderse configurada una causal de exoneración, como fuerza mayor, hecho exclusivo de un tercero o culpa exclusiva y determinante de la víctima, y ocurre que ninguna de estas causales eximentes de responsabilidad ha sido acreditada en el plenario.

En casos similares al que ocupa hoy la atención de la Sala, en los cuales se ha declarado la responsabilidad del Estado por infecciones nosocomiales o intrahospitalarias, la jurisprudencia de esta Sección ha manifestado: 

“La Sala encuentra, entonces, que a la luz de los documentos aportados al proceso, la infección sufrida por la señora Cuesta Torres, la cual le causó la artritis séptica, fue adquirida como consecuencia de la artrografía que se le realizó en su rodilla derecha el día 27 de octubre de 1997 en las instalaciones del Hospital Universitario San José de Popayán, razón por la cual y atendiendo la jurisprudencia consolidada en la materia, en punto a la responsabilidad objetiva por infecciones nosocomiales o intrahospitalarias, revocará la sentencia de primera instancia y, en su lugar, declarará al Hospital Universitario San José de Popayán y a COMSALUD I.P.S., como responsables patrimonialmente por los hechos objeto de este proceso. 

Por otra parte, aun cuando tanto el Hospital Universitario San José de Popayán y como COMSALUD I.P.S., acreditaron haber actuado con diligencia y cuidado en la realización del procedimiento médico, dicha conducta no resulta suficiente para exculparlas en un caso como el presente, en el cual se analizan los hechos objeto del litigio a partir de un esquema de responsabilidad objetiva, puesto que sólo se podrá exculpar a la parte demandada, se reitera, cuando ella acredite una causa extraña; en el presente caso, sin embargo, no se encuentran elementos probatorios que le permitan a la Sala inferir la existencia de alguna causa extraña al actuar de las entidades demandadas, que hubiere podido generar la infección que padeció la señora Cuesta Torres”
.
En relación con los hechos probados, la Sala considera necesario efectuar algunas consideraciones en torno al deber del Estado respecto de la protección a la familia y particularmente a la mujer en embarazo, derechos fundamentales consagrados en los artículos 42 y 43 de la Carta Política. Así pues, la norma fundamental estableció que durante el embarazo y después del parto, la mujer tiene derecho a gozar de especial asistencia y protección del Estado, lo cual, como resulta apenas natural, incluye la asistencia médico hospitalaria necesaria e integral antes, durante y después del parto.  
Al respecto, la Corte Constitucional se ha pronunciado en repetidas oportunidades, por ejemplo en la sentencia de 7 de mayo de 1993, señaló: 

“4. De los derechos de la mujer en estado de embarazo.
4.1. Fundamentos Constitucionales. Así como sucede con la niñez, la juventud y la tercera edad, la maternidad fue objeto de especial protección en la Constitución de 1.991. Igualmente, dada su estrecha relación con la dignidad de la persona humana consagrada en el artículo 1º de la Carta y la protección a la familia, se estimó que la maternidad debe recibir protección constitucional. El artículo 43 de la Constitución establece: La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. la mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de este subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada. El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia. Esta disposición no tiene antecedentes en materia constitucional. La necesidad de proteger a las mujeres en estado de embarazo radica en la protección como "gestadora de la vida". Esta condición que por siglos la colocó en una situación de inferioridad, sirve ahora para enaltecerla. (…)La consagración de la protección de la maternidad constituye una tendencia del derecho internacional contemporáneo, el cual, como se anotó, rige en el orden interno por disposición del artículo 93 de la Constitución Política. (…)”
.

“2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales”
Y con fundamento en la Declaración, el artículo 10.2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales, establece:
“Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.”
(…). 


5.1. La familia como núcleo fundamental de la sociedad.
La familia es "institución básica de la sociedad", en términos del artículo 5 constitucional. Ella es quizá el término intermedio entre la persona y el Estado. Por eso se obliga a los poderes públicos a asumir una protección en tres aspectos: social, económico y jurídico, a saber: Social en la medida en que se protege su intimidad (art. 15) y la educación de sus miembros. Económica en cuanto se protege el derecho al trabajo, a la seguridad social etc. Y jurídica ya que es obvio que de nada serviría la protección familiar si los poderes públicos no impidiesen por medios jurídicos los ataques contra el medio familiar .La Constitución en el artículo 44 reconoce como un derecho fundamental de los niños el tener una familia, independientemente de su filiación, sobre la base de la igualdad de los individuos ante la ley.
Es por eso, que esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional comparte lo afirmado por la Sala Primera de Revisión cuando expresó que: Como núcleo fundamental de la sociedad, la familia tiene que cumplir ineludiblemente, junto con la sociedad y el Estado deberes, tales como asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico integral y el ejercicio pleno de todos sus derechos fundamentales prevalentes consagrados en el inciso 1º del artículo 44 de la Carta vigente”

Con fundamento en la anterior interpretación constitucional, hay lugar a concluir que el embarazo en la mujer debe gozar, dentro del ordenamiento jurídico colombiano, de un cuidado y protección especiales por parte del Estado, dada su relación directa con la constitución de la familia, institución igualmente amparada en el ordenamiento legal nacional, a la cual se le ha reconocido, además, su calidad de elemento fundamental y natural de la sociedad.

Así pues, para el momento de finalización del embarazo, la sociedad y el Estado especialmente deben velar por la salud de la madre y de aquel que está por nacer mediante la prestación de un servicio médico adecuado que procure la conservación de la integridad física de ambos.

Igualmente, resulta necesario precisar que el artículo 11 de la Carta Política consagra la vida como un derecho fundamental inviolable cuyo amparo cobija al nasciturus, tal y como lo establece el artículo 4º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual reza:
"Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley  y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente."(Negrillas no originales).

Bajo dicha perspectiva, resulta claro entonces que en el presente asunto el tratamiento médico hospitalario prestado por el ente público demandado a la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina, afectó de forma grave los derechos a la vida, integridad y salud, entre otros, en perjuicio de la madre gestante, sin tomar en cuenta que la condición de la mujer en estado de embarazo corresponde a una situación que requiere de un cuidado especial y único, y mucho más para el momento del parto, lo cual no puede admitir una atención descuidada, inadecuada y ni siquiera elemental, ni mucho menos deficiente como el que se dio en este caso, puesto que tal y como quedó establecido, la infección sufrida por la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina que le causó finalmente su óbito, fue adquirida en el momento del parto, en las instalaciones del Hospital Universitario Lorencita Villegas de Santos.

Para la Sala, resulta importante destacar y reivindicar el papel que desempeña la mujer en la sociedad como madre, puesto que es ella quien se encarga del desarrollo y de la culminación del embarazo, lo cual la convierte en una promotora y gestadora de vida, permitiendo la perpetuidad de la especie humana, cuestión más que suficiente, unida a la dignidad que le debe ser reconocida y respetada como persona, para que antes, durante y después del alumbramiento se le deba brindar un tratamiento idóneo e integral que amerita tan magno evento.
Por consiguiente, todas las razones hasta ahora expresadas servirán de apoyo para revocar la sentencia apelada y, en consecuencia, se estudiará la pretensión indemnizatoria deprecada en la demanda. 
2.5.- Indemnización de perjuicios. 

2.5.1.- Perjuicios morales. 

Acerca de los daños causados por la muerte de una persona, resulta necesario precisar que con la acreditación de la relación de parentesco mediante los respectivos registros civiles de nacimiento, se presume que los parientes cercanos de una víctima fatal han sufrido un perjuicio de orden moral; en efecto, la acreditación de tal circunstancia, para eventos de perjuicios morales reclamados por abuelos, padres, hijos, hermanos y nietos,  cuando alguno de estos hubiere fallecido o sufrido una lesión, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta Política
 y de las máximas de la experiencia, resulta posible inferir que el peticionario ha sufrido el perjuicio por cuya reparación demanda. 

Agréguese a lo anterior que, es lo común, lo esperable y comprensible, que los seres humanos sientan tristeza, aflicción, angustia, miedo y otras afecciones cuando se produce la muerte de una persona; asimismo, la tasación de este perjuicio, de carácter extrapatrimonial, dada su especial naturaleza, no puede ser sino compensatoria, por lo cual, corresponde al juzgador, quien con fundamento en su prudente juicio debe establecer, en la situación concreta, el valor que corresponda, para cuyo propósito debe tener en cuenta la naturaleza y la gravedad de la aflicción y de sus secuelas, de conformidad con lo que se encuentre demostrado en el proceso.

En el caso que hoy ocupa a la Sala, según lo ya expresado, puede inferirse que el daño moral sufrido por los familiares de la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina fue de gran intensidad, en atención a las circunstancias en que se produjo la muerte de la referida persona y que quedaron establecidas en esta sentencia, razón por la cual se accederá al reconocimiento de una indemnización equivalente al valor de cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria de esta providencia, a favor de los padres, hijo y compañero permanente de la víctima directa, suma que de forma reiterada ha reconocido la jurisprudencia de esta Corporación en los eventos en que el perjuicio moral se presenta en su mayor intensidad; de igual forma y con fundamento en ese mismo criterio jurisprudencial, se reconocerá el valor equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor de los hermanos y abuelos de la referida víctima directa. 

Finalmente, debe advertirse que obran en original y copia auténtica los respectivos registros civiles nacimiento y matrimonio de los demandantes, los cuales dan cuenta de la relación de parentesco existente entre el señor Luis Parménides Timaná Daza y quienes acudieron al proceso en calidad de sus padres, hermanos, cónyuge e hijos (folios 1 a 9 cuaderno 1). 

De igual forma se encuentran los testimonios de los señores Gilberto de Jesús Gaviria Tabares, Ana Isabel López de Martínez y Martha Elena Moreno, quienes coinciden al señalar las excelentes relaciones sentimentales entre el señor Nelson Camilo Cáceres Moreno y la hoy extinta Andrea del Pilar Ovalle Moreno, de cuya relación nació el menor Christopher Camilo Cáceres Ovalle (fls. 32 a 40 C. 1).

Así las cosas, habrá lugar a reconocer, a título de daño moral, las sumas de dinero establecidas a continuación, para cada uno de los demandantes:

	Miguel Ángel Ovalle Peña (padre)
	100 SMMLV

	María Elsa Medina de Ovalle (madre)
	100 SMMLV

	Nelson Camilo Cáceres Moreno (compañero permanente)
	100 SMMLV 

	Christopher Camilo Cáceres Ovalle (hijo)
	100 SMMLV

	Fred Edison Ovalle Medina (hermano) 
	50 SMMLV

	Ángel Alexander Ovalle Medina (hermano)
	50 SMMLV

	María Lourdes Medina (abuela) 
	50 SMMLV

	Ángel María Ovalle Gordillo (abuelo) 
	50 SMMLV

	Rosalba Peña de Ovalle (abuela) 
	50 SMMLV


2.5.2.- Perjuicios materiales 

Toda vez que en la demanda no se solicitó reconocimiento alguno por concepto de daño emergente, salvo lo atinente a la condena en costas, lo cual será objeto de pronunciamiento más adelante, la Sala se ocupará, exclusivamente, de la solicitud de indemnización de perjuicios correspondiente al rubro de lucro cesante a favor del hijo de la víctima directa, Cristopher Camilo Cáceres Ovalle, reconocimiento que se estima procedente en consideración a que si bien los testimonios antes referidos no dan cuenta de que la hoy extinta Andrea Del Pilar Ovalle Medina hubiere desarrollado actividad productiva alguna, lo cierto es que dicha persona se encontraba en edad productiva (18 años cumplidos)
, la Sala aplicará la presunción en cuya virtud se asume que toda persona que se encuentre en edad productiva devenga por lo menos el salario mínimo legal vigente.

Sin perjuicio de lo anterior, la Sala considera necesario abordar el análisis de los perjuicios desde una perspectiva de género y, concretamente, respecto de la importancia del trabajo doméstico realizado por la mujer, no sin antes hacer alusión a los pronunciamientos que, en ese sentido, ha expuesto el máximo tribunal constitucional colombiano, entre los cuales se destaca: 

“La creciente vinculación de la mujer a la fuerza productiva no ha sido suficiente para relevarla del cumplimiento de las labores domésticas que tradicionalmente se han confiado a su exclusiva responsabilidad; esas tareas no retribuidas, no reconocidas y ejecutadas sin la ayuda de nadie, preceden a la existencia del mercado económico regular y continúan hoy en día al margen del mismo; de ahí que las heterogéneas y complejas labores del ama de casa ligadas a la función "reproductiva y alimentadora" y que abarcan desde la crianza y educación de los hijos hasta la producción y transformación de alimentos, pasando por la provisión de servicios, el aseo y el cuidado de enfermos o impedidos, además de no retribuidas sean desconocidas como trabajo efectivo, incluso por las mismas mujeres, quienes suelen entender por trabajo exclusivamente el empleo remunerado que desarrollan fuera del hogar. Como invisible, difuso o trivial, el trabajo doméstico que suele coincidir con el periodo reproductivo de la mujer; la Defensoría informa que "El 75% de las mujeres trabajadoras tienen edades entre 20 y 49 años, época en la cual se concentra gran parte de su período reproductivo que puede verse afectado por las condiciones de trabajo, es el tiempo de mayor responsabilidad familiar, donde la mujer asume también el rol de compañera, ama de casa y muchas veces realiza trabajos adicionales para alcanzar un salario que le permita el sustento diario.

“El trabajo doméstico cumple un papel decisivo en el funcionamiento del sistema económico, en el proceso de socialización y en el mantenimiento y reproducción de la fuerza de trabajo; a pesar de esto, y como resultado de la nula valoración de este tipo de labores, los planificadores ignoran esta faceta del trabajo femenino que según algunos cálculos equivale a una cifra que oscila entre la quinta y la tercera parte del producto nacional bruto; semejante limitación afecta las estadísticas sobre la mujer, que participa cada vez más en la fuerza laboral, supeditando las más de la veces su actividad productiva a las responsabilidades primarias del hogar. El trabajo doméstico, consecuentemente, escapa a los registros de la seguridad social y a los beneficios y prestaciones que ésta proporciona; en definitiva, en una sociedad en la que todavía el papel del sexo femenino es puesto, en buena medida, en el lado contrario al de los roles vinculados al éxito y a la efectividad, lo que se considera trabajo productivo no depende tanto de la actividad que se despliegue como del sujeto que la realice. 

“La suma del trabajo doméstico y del trabajo remunerado aporta una idea acerca de la complejidad y heterogeneidad de las funciones que las mujeres incorporadas a la fuerza laboral deben atender y, además, permite captar la especificidad de las tareas femeninas en términos de intensidad; los variados campos en los que la mujer trabajadora interviene, la sujetan al cumplimiento de una "doble jornada", pues habitualmente reservan un tiempo prudencial a las tareas domésticas antes y después de cumplir con su horario de trabajo remunerado. Según datos aportados por la Defensoría "... el trabajo de una mujer con doble jornada asciende a las 12 y 13 horas diarias. En una investigación realizada entre madres usuarias de los CAIPS se encontró que el 35,2% de las mujeres trabajan más de 5 días, incluyendo los días en que los niños no van al jardín, situación especialmente difícil para las mujeres que laboran también los domingos. Las horas requeridas para las responsabilidades de casa y el tiempo necesario para el trabajo, suma en la mayoría de las veces 96 horas semanales, comparadas a las 48 horas semanales de los hombres".

“De las cifras transcritas se deduce que la noción de tiempo de descanso resulta prácticamente vacía de contenido para la población femenina trabajadora; los fines de semana y los feriados, cuando no están dedicados al trabajo remunerado, son utilizados para adelantar actividades domésticas, y mientras tanto los restantes miembros de la familia se entregan al ocio. De acuerdo con la Defensoría, la investigación realizada entre madres usuarias de los CAIPS indicó que "un 82% de las madres consideraron que dedicaban su descanso a realizar oficios en el hogar, considerando como tiempo libre aquel que no se destina a una actividad remunerada".

“Las duras jornadas y la carencia de tiempo libre hacen del grupo femenino, un sector especialmente propenso al deterioro de su salud física y mental. Pese a que, en promedio, las mujeres tienen una mayor expectativa de vida, según el profesor Javier Sáenz Obregón, Jefe del Departamento de Psicología de la Universidad de Los Andes, "investigaciones en otros países señalan que los hombres gozan de una mayor calidad de vida, padecen en menor grado que las mujeres de problemas de enfermedad, pobreza, soledad e institucionalización".

“Si como lo afirma el profesional citado "... la enfermedad tanto física como mental no constituye un fenómeno exclusivamente biológico", resulta fácil concluir que la más alta exposición de las mujeres a los factores de riesgo viene determinada por el papel que se les ha atribuido; de modo que la desigualdad entre los sexos tiene incidencias en la posición de unos y otras ante la enfermedad. En concepto que fue pedido al Departamento de Sicología de la Universidad Nacional -que al igual que los otros citados dentro de esta providencia forma parte del expediente- el profesor Ramiro Alvarez Cuadros expone: "Además de las causas aludidas en las respuestas anteriores acerca del deterioro físico proveniente de trabajos arduos y/o rutinarios -objeto de estudio de la Biología y de la Medicina Laboral- considero que, mientras la procreación, la crianza y el levantamiento de los hijos sea de responsabilidad exclusiva de la mujer, su potencialidad psíquica está abocada a dos fuentes de preocupaciones igualmente ansiógenas o 'estresantes': el hogar y el trabajo, no sólo por la escisión taxativa entre 'familia' y 'fábrica' (Alvarez, 1993). Sin duda, la intensidad y frecuencia de esta doble presión necesariamente minan la estructura y funcionamiento del organismo de la mujer...".

“Así pues, la realización de labores productivas secundarias y mal remuneradas; el monopolio del trabajo doméstico, asumido con exclusividad y sin el apoyo indispensable; la escasa valoración social y el desconocimiento de las labores del ama de casa que no son consideradas trabajo, la inexistencia de tiempo libre ligada a una jornada laboral larga y el impacto negativo de estos factores sobre la salud física y mental de la mujer, son elementos de juicio que explican por qué los papeles que la tradición ha asignado a cada uno de los sexos se erigen en el obstáculo de mayor peso que las mujeres encuentran en el camino hacia la igualdad sustancial y ayudan a comprender que a más de las diferencias biológicas inmutables entre los miembros de uno y otro sexo, en especial la relativa a la maternidad que es un proceso natural, existen otras de índole social que configuran discriminaciones basadas en el sexo; en conclusión, mujeres y hombres conforman grupos cuya condición es distinta, pues es un hecho incontrovertible que nuestra sociedad deslinda con claridad los papeles y funciones que cumplen unas y otros.”
 (Negrillas adicionales).  

Así pues, la realización de labores productivas secundarias y mal remuneradas, el monopolio del trabajo doméstico asumido con exclusividad y sin el apoyo indispensable, la escasa valoración social y el desconocimiento de las labores del ama de casa que no son consideradas trabajo, la inexistencia de tiempo libre ligada a una jornada laboral larga y el impacto negativo de estos factores sobre la salud física y mental de la mujer, constituyen elementos de juicio que explican por qué los papeles que la tradición ha asignado a cada uno de los sexos se erigen en el obstáculo de mayor peso que las mujeres encuentran en el camino hacia la igualdad sustancial y ayudan a comprender que a más de las diferencias biológicas inmutables entre los miembros de uno y otro sexo, en especial la relativa a la maternidad que es un proceso natural, existen otras de índole social que configuran discriminaciones basadas en el sexo; en conclusión, mujeres y hombres conforman grupos cuya condición es distinta, pues es un hecho incontrovertible que nuestra sociedad deslinda con claridad los papeles y funciones que cumplen unas y otros
.

Consiente de todo lo anterior y del trascendental avance en materia de igualdad de género tanto en el ordenamiento jurídico interno como internacional, esta Sala, ya en anteriores pronunciamientos, ha tenido oportunidad de destacar el valor económico de las labores productivas del ama de casa, en un evento en el cual fue precisamente ella la víctima directa del daño, al quedar totalmente incapacitada; en tal ocasión, se dijo
:

“Sin embargo, no podría desconocer que también se afirmó que la lesionada, siendo madre de cinco (5) hijos, se dedicaba a las labores propias de ama de casa, lo que constituye sin lugar a dudas un ingreso en especie en las finanzas del hogar.

“El estado físico tan precario en que quedó la actora como consecuencia de la intervención de que fue objeto, traducido en la parálisis que según el peritazgo determinó una incapacidad del 100% de su actividad laboral, lleva consigo la consecuencia lógica de su indemnización, por cuanto el no poder atender los oficios domésticos de su casa por el resto de su vida, implica que debe contratar a una persona que los realice y no se puede negar que en el desarrollo normal de vida dichos oficios tienen que darse, puesto que la preparación de alimentos, cuidado de los vestidos, limpieza de la casa son básicos en el diario acontecer, razón por la cual, para la Sala, hay fundamento suficiente para reconocer dicho rubro, y lo hará sobre el quantum del salario mínimo legal, porque si bien es cierto que no es éste el que generalmente se paga a una empleada doméstica, ello radica en que se le proporciona alimentación y vivienda, que se consideran parte del salario en especie. Más aun cuando debe tenerse en cuenta que en el caso de autos queda sin indemnización la atención y cuidado prodigados al esposo e hijos de una parte, y de otra que la propia lesionada al no poder valerse por sí misma necesita de una persona que la ayude hasta en sus mínimas necesidades fisiológicas”.

En esos mismos términos esta Sala, en reciente oportunidad, se refirió al perjuicio material padecido por el cónyuge supérstite de un ama de casa; en aquella providencia se señaló: 

“… [e]l demandante Lino Antonio Amórtegui Guzmán, cónyuge de la occisa, solicitó la indemnización de perjuicios por este concepto, constituido según la demanda por los gastos en los que debía incurrir para el cuidado de sus hijos menores, al tener que contratar a una persona para tal fin ya que la señora Marieth era ama de casa y se dedicaba por completo a la atención de sus hijos; solicitó que el cálculo se hiciera con base en el salario mínimo y que la indemnización futura se calculara hasta el fin de la supervivencia probable.

“Sobre esta reclamación -que corresponde más exactamente a una modalidad de daño emergente consolidado y futuro, por cuanto se trata de gastos, sumas de dinero que han salido o saldrán del patrimonio del demandante-, resulta necesario observar que si bien la labor de ama de casa no es un trabajo remunerado, por cuanto la mujer normalmente lo desempeña como una actividad propia de su condición de madre y esposa y porque se trata de su hogar y de su familia, y por lo tanto actúa movida por sentimientos de afecto y responsabilidad, lo cierto es que cuando ella falta, esas labores en todo caso deben ser realizadas por otra persona, que generalmente no lo hará en forma gratuita sino que cobrará un salario, el cual corresponderá por lo menos al mínimo legal.” 
 

Por consiguiente, para la Sala es claro que hay lugar a reconocer la indemnización solicitada, puesto que si bien no se acreditó que la señora Andrea Del Pilar Ovalle hubiere desarrollado actividad productiva alguna, lo cierto es que por encontrarse en una edad productiva (18 años), se entiende que devenga al menos un salario mínimo para su propia subsistencia; además, debe tenerse en cuenta que debido a su muerte, el compañero permanente debió dedicarse a la atención y cuidado personal del hijo recién nacido (Christopher Camilo Cáceres Ovalle) o, en su defecto, debía contratar a una persona para la realización de tales labores. 
El anterior razonamiento deriva de entender a la víctima a partir de su dignidad e integridad humanas, que no pueden verse quebrantadas a raíz del daño y que, por tanto, deben permanecer indemnes a pesar de él, para que pueda quedar en una posición frente a la vida y a las posibilidades que ella le ofrezca, como si el daño no hubiera ocurrido o lo más cercano a una situación tal
.

Proceder de forma contraria en el presente asunto entrañaría el desconocimiento de los valores, principios y fines que tanto los sistemas internacionales de protección de los Derechos Humanos como la propia Constitución consagran, abandonar la búsqueda de una sociedad justa, respetuosa de la dignidad humana y de la protección a la familia como núcleo fundamental de la sociedad, así como implicaría desconocer las normas constitucionales que prohíben la discriminación de la mujer y que disponen su especial protección (arts. 43 y 53). 

De conformidad con lo anterior, procederá la Sala a realizar la liquidación de dicho perjuicio. Entonces: 

          Ingresos de la víctima al momento de su fallecimiento: $ 172.005.

Fecha de cumplimiento de los 25 años de edad del menor Christopher Camilo Cáceres Ovalle: 21 mayo de 2022 (300 meses)


Período consolidado: 185 meses


Período futuro: 115 meses 

Índice final: septiembre de 2012 (último conocido): 111.68
Índice inicial: mayo de 1997: 41.77
Actualización de la base:

ind final  (110.76)

 RA =  VH  
-----------------------

          
ind inicial (44.44)

RA =  $ 459.874, que por ser inferior al salario mínimo legal mensual que rige para el año 2012, se tomará en cuenta el actual ($566.700) para la liquidación. Adicionalmente, el mismo será adicionado en un 25% por concepto de prestaciones sociales ($ 708.375) y, de dicho guarismo se reducirá un 25%, correspondiente al porcentaje que dedicaba a sus gastos personales, obteniéndose como resultado ($ 531.282). 
A favor de Christopher Camilo Cáceres Ovalle (hijo de la víctima):
Consolidado: Desde la fecha de la muerte de la señora Andrea Del Pilar Ovalle Medina (23 de mayo de 1997) hasta la fecha de esta sentencia (octubre de 2012), esto es 185  meses, aplicando la siguiente fórmula:

Entonces:

Ra = $ 531.282
      
             (1+i)n -1

S   =  VA        -------------


                   i


        (1.004867)185 -1

S   =  VA    ---------------------   

                        0.004867


S   =  $ 531.282 x 298,994
S  =   $ 158’850.452
Futuro: Por el período transcurrido entre la fecha de esta sentencia (octubre de 2012) y la fecha en la cual la demandante adquiera 25 años de edad (mayo de 2022), esto es 115 meses, aplicando la siguiente fórmula:


          (1+0.004867)n-1

S   =
VA    ------------------------

                      i (1+0.004867)n



 (1.004867)115  - 1

S   =
VA    --------------------------



  i  (1.004867)115
 
              0.1567979

 S   =
VA      ----------------


              0.005630

S = $ 531.282 X 87,908045
S = $ 46’703.962
Total perjuicios materiales para Christopher Camilo Cáceres Ovalle: DOSCIENTOS CINCO MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL CUATROCIENTOS CATORCE PESOS ($ 205’554.414). 

2.6.- Condena en costas.

Comoquiera que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, debido a que ninguna procedió de esa forma en el sub lite, no habrá lugar a su imposición.  

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: REVOCAR  la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de  Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, el 25 de septiembre de 2003. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, DECLARAR patrimonial y solidariamente responsables al Instituto de Seguros Sociales y al Hospital Universitario Lorencita Villegas de Santos, por los perjuicios causados a los demandantes, señalados en la parte motiva de esta providencia. 

TERCERO: En consecuencia, CONDENAR a las aludidas entidades públicas demandadas, a pagar las siguientes sumas de dinero: 


        3.1. A título de lucro cesante para Christopher Camilo Cáceres Ovalle, la suma de Doscientos cinco millones quinientos cincuenta y cuatro mil cuatrocientos catorce pesos ($ 205’554.414). 

3.2. Por daño moral, las sumas de dinero establecidas a continuación, para cada uno de los demandantes:

	Miguel Ángel Ovalle Peña (padre)
	100 SMMLV

	María Elsa Medina de Ovalle (madre)
	100 SMMLV

	Nelson Camilo Cáceres Moreno (compañero permanente)
	100 SMMLV 

	Christopher Camilo Cáceres Ovalle (hijo)
	100 SMMLV

	Fred Edison Ovalle Medina (hermano) 
	50 SMMLV

	Ángel Alexander Ovalle Medina (hermano)
	50 SMMLV

	María Lourdes Medina (abuela) 
	50 SMMLV

	Ángel María Ovalle Gordillo (abuelo) 
	50 SMMLV

	Rosalba Peña de Ovalle (abuela) 
	50 SMMLV


CUARTO. DENEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

QUINTO: CÚMPLASE lo dispuesto en esta providencia, en los términos establecidos en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.
SEXTO: Sin condena en costas.

SÉPTIMO: Ejecutoriada esta providencia, DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen para su cumplimiento y expídanse a la parte actora las copias auténticas con las constancias de las que trata el artículo 115 del Código de Procedimiento Civil.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

HERNAN ANDRADE RINCON

MAURICIO FAJARDO GOMEZ                    CARLOS A. ZAMBRANO BARRERA
� Fls. 7 a 21 C. 1.


� Fls. 16 a 19 C. 1.


� Fls. 44 a 47 C. 1.


� Fls. 44 a 47 C. 1.


� Fls. 77 y 251 C. 1. 


� Fls. 252 a 262 C. 1. 


� Fl. 269 C. 1.


� Fls. 270 a 281 C. Ppal. 


� Fls. 285 y 311 C. Ppal. 


� Fls. 291 a 309 C. Ppal. 


� Fls. 313 , 324 C. Ppal. 


� Fls.  314 a 320 C. Ppal.


� Fls. 321 a 323 C. Ppal. 


� Decreto 597 de 1988.


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 20 de febrero de 2008. Cons Ponente. Ramiro Saavedra Becerra. Exp 15563. "(...) la Sala ha recogido las reglas jurisprudenciales anteriores, es decir, las de presunción de falla médica, o de la distribución de las cargas probatorias de acuerdo con el juicio sobre la mejor posibilidad de su aporte, para acoger la regla general que señala que en materia de responsabilidad médica deben estar acreditados en el proceso todos los elementos que la configuran, para lo cual se puede echar mano de todos los medios probatorios legalmente aceptados, cobrando particular importancia la prueba indiciaria que pueda construirse con fundamento en las demás pruebas que obren en el proceso, en especial para la demostración del nexo causal entre la actividad médica y el daño".


� Consejo de Estado. Sección Tercera.  M. P. Enrique Gil Botero. Exp 18.364


� Cita textual del fallo citado: “A modo de ejemplo, en la sentencia de 19 de agosto de 2009, exp. 17733, la Sección Tercera de esta Corporación disertó de la siguiente forma: ‘Así mismo, se hace claridad en que los daños derivados de: infecciones intrahospitalarias o nosocomiales, la aplicación de vacunas, el suministro de medicamentos, o el empleo de métodos terapéuticos nuevos y de consecuencias poco conocidas todavía, constituyen lesiones antijurídicas que se analizan dentro de los actos médicos y/o paramédicos, y que, por consiguiente, se rigen por protocolos científicos y por la lex artis; en consecuencia, si bien gravitan de manera cercana a la obligación de seguridad hospitalaria, no pueden vincularse con la misma, motivo por el que en su producción no resulta apropiado hacer referencia técnicamente a la generación de un evento adverso. Por el contrario, aquéllos constituyen daños antijurídicos que tienden a ser imputados o endilgados –y así ha sido aceptado por la mayoría de la doctrina y jurisprudencia extranjeras– desde una perspectiva objetiva de responsabilidad, razón por la que no tendrá relevancia jurídica la acreditación de que la entidad hospitalaria actuó de manera diligente o cuidadosa, sino que lo determinante es la atribución fáctica o material del daño en cabeza del servicio médico y sanitario brindado, asociado con el factor de riesgo que conllevan las mencionadas circunstancias’”.     


� LORENZETTI, Ricardo Luis “Responsabilidad Civil de los Médicos”, Ed. Rubinzal – Culzoni, Buenos Aires, 424 y 428. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 24 de marzo de 2011, Exp. 20836, C.P. Enrique Gil Botero.





� En similares términos consultar, Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 27 de junio del 2012, M.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Fl. 3 C. 2.


� Fl. 138 C. 2.





� Las pruebas allegadas con el mencionado oficio son susceptibles de valoración, dado que fueron solicitadas de forma conjunta por las partes. Al respecto, consultar sentencias del 18 de septiembre de 1997 (Exp. 9.666) y del 29 de enero de 2009 (Exp. 16.975), M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 





Adicionalmente debe manifestarse que las indagatorias rendidas y/o versiones libres en el proceso no serán valoradas en esta instancia, pues las mismas no se practican bajo la gravedad de juramento. Al respecto, la Sala ha sostenido:





“En relación con la indagatoria … practicada dentro de un proceso penal, debe tenerse en cuenta, adicionalmente, que no puede ser trasladada a un proceso administrativo, ya que no puede valorarse, en ningún caso, como prueba testimonial ni someterse a ratificación. En efecto, si bien se trata de una declaración rendida por un tercero, que no se identifica con la entidad estatal que tiene la calidad de parte dentro del proceso administrativo, no cumple los requisitos del testimonio, porque no se rinde bajo juramento. Así las cosas, siempre que se quiera hacer valer la declaración …, dentro de este tipo de procesos, debe ordenarse la práctica de su testimonio”. Ver sentencias del 18 de septiembre de 1997, expediente 9666 y del 8 de febrero de 2001, expediente 13.254. 





� Fl. 181 C. 1.


� Fl. 72 C. 1. 


� Fl. 232 a 234 C. 1.


� Fl. 92 a 93 C. 2.


� “Episiotomía:  Es un procedimiento que algunas veces se realiza durante el parto para agrandar la abertura vaginal de una mujer, lo cual hace que el bebé pueda salir más fácilmente.





Descripción: Se corta la piel entre la vagina y el ano, un área denominada perineo. Justo antes de que nazca el bebé, el obstetra insensibiliza la abertura del área vaginal y hace uno de dos cortes:





Un corte medio lateral en ángulo hacia abajo lejos de la vagina y dentro del músculo.


Un corte medio derecho hacia abajo entre la vagina y el ano.





El corte hace que la abertura vaginal se agrande. Dicho corte se cierra con suturas después de retirar al bebé y la placenta”. Artículo científico consultado en la �HYPERLINK "http://www.nlm.nih.gov" \t "_blank"�Biblioteca Nacional de Medicina de EE.UU�, �HYPERLINK "http://www.nlm.nih.gov/medlineplus/spanish/ency/article/000851.htm"�http://www.nlm.nih.gov/medlineplus/spanish/ency/article/000851.htm�. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 27 de junio del 2012, M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 


� Corte Constitucional. S- 179/93, Sentencia de 7 de mayo de 1993, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 





� Corte Constitucional. S- 179/93, Sentencia de 7 de mayo de 1993, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 


� “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. El Estado y la sociedad garantizarán la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables”. 





� Pues de conformidad con el registro civil de defunción la referida persona nació el 28 de noviembre de 1978 (fl. 3 C.1). 





� Sección Tercera. Consejo de Estado. Sentencia del 11 de abril de 2012 Radicación: 1998 - 00596 01. Expediente No. 23901. Consultar también las siguientes sentencias: sentencia del 23 de mayo de 2012. Radicación: 1998 – 00247. Expediente: 24.861; sentencia del 19 de julio de 2001. Radicación: 1995 – 6703 01. Expediente: 13.086 M.P. Alier E. Hernández. 


� Corte Constitucional, sentencia  No. C-410 de 1994. M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz.


� Cfr. Ibídem. 


� Sentencia del 24 de octubre de 1990. Expediente 5902. Actor: María Elena Ayala de Pulido. M.P.: Gustavo De Greiff Restrepo.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 11 de mayo del 2006, Exp. 14.400, MP. Ramiro Saavedra Becerra. En ese mismo sentido ver, sentencia del 24 de abril del 2008, Exp. 16.011, MP. Ramiro Saavedra Becerra. 





� Sentencias en ese sentido: Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, sentencias de: agosto 17 de 2000, Exp. 12123, C.P. Alier Hernández; noviembre 22 de 2001, Exp. 13121, C.P. Ricardo Hoyos; y del marzo 8 de 2007, Exp. 15739, C.P. Ramiro, entre otras. 





� De conformidad con los registros civiles de nacimiento allegados, se tiene que el menor Christopher Camilo Cáceres nació el 21 de mayo de 1997. 
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